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Introducción 

El presente trabajo es una reflexión que tiene tres ejes principales de análisis. El primero de estos ejes se estructura en torno al análisis de cómo se ha desarrollado el debate sobre el cambio climático en Chile y el mundo. Se destaca que es central dejar atrás la iniciar discusión jerarquizada y centralizada que ha guiado el proceso de toma de decisiones públicas, e iniciar un diálogo el cual debería incluir que la academia ocupe un lugar central, si queremos tener respuestas a la altura del desafío. En el segundo foco de análisis se realiza una revisión crítica del estado legislativo e institucional de Chile para enfrentar el cambio climático. En concordancia con el eje anterior, se sostiene que donde las recomendaciones de los expertos encuentran consenso es en la necesidad de avanzar hacia la institucionalización de la relación estado academia (mundo científico), de manera de sustentar el diseño de políticas públicas sobre la base de evidencia empírica. Del mismo modo se asume que es necesario reforzar el sistema de coordinación actual, ya sea creando una Agencia Nacional o bien dotando de autonomía al Consejo de Ministros para la Sustentabilidad. Por último, el capítulo cierra con una reflexión desde el rol que como socialistas debemos tener para enfrentar el cambio climático, pensando en las próximas generaciones.
1. Estado del debate internacional y nacional para el cambio climático
Un acto mínimo de responsabilidad en la actualidad supone que cuando hacemos política, y sobre todo política pública, no podemos dejar fuera la variable del “cambio climático”. Es imposible referirse al futuro de nuestra sociedad (y de la existencia misma de la humanidad) sin hacer referencia a la emisión de gases de nuestro modelo industrial y extractivista, y como él provoca el denominado efecto invernadero y la consiguiente huella de carbono.
El potencial calentamiento global está representado por el efecto combinado que tienen los gases cuando permanecen en la atmósfera. A mayor presencia de gases, mayor será el efecto que habrá sobre el clima. Pues bien, es lo que la ciencia ya ha demostrado que provoca el cambio climático. Es un hecho el cambio en las temperaturas, la mayor cantidad de precipitaciones, sequías y aluviones, los deshielos de glaciares y eventos tan impresionantes como la presencia de ballenas en el Río Amazonas. Es por esto que la reducción de gases de efecto invernadero, resulta un punto clave en el debate sobre el cambio climático, toda vez que sus efectos afectan a toda la atmósfera y por tanto a todo el planeta, sin importar cuál país emite más o menos gases. 
Este es un debate al cual la política debe atender, y concretamente en Chile debemos comprender su relevancia concreta para nuestra existencia. Aquí tenemos una tarea pendiente, sobre todo desde la vereda pública y legislativa, donde es necesario impulsar nuevas iniciativas que aborden las problemáticas actuales, como sería la adopción de una “Ley de Cambio Climático”, que a todas luces es un déficit de nuestra institucionalidad normativa. Ello, a pesar que nuestra Constitución Política garantiza, como derecho fundamental, vivir en un medio ambiente libre de contaminación, y le entrega al Estado el deber de tutelar y preservar la naturaleza y el patrimonio ambiental”.
El proceso de consolidación de la institucionalidad ambiental chilena ha estado marcado por la creación del Ministerio del Medio Ambiente (MMA), el Servicio de Evaluación Ambiental (SEA) y la Superintendencia de Medio Ambiente (SMA) en 2010, junto con el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad (CMS).
Como país hemos hecho un camino para asumir el Cambio Climático como prioridad. En 1994 Chile ratifica la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático y luego se hace parte el 2002 del Protocolo de Kioto. Más tarde, el 2015 nuestro país ratifica el Acuerdo de París, el cual fue promulgado en Chile en 2017 mediante Decreto Supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores.
Pero sin lugar a dudas, una de nuestras deudas es un cuerpo legal que integre las diversas normas y políticas públicas que se vienen desarrollando y se contribuya así a un actuar integrado y coherente, frente a las amenazas y desafíos del Cambio Climático. Es necesario superar la dispersión, que es de hecho uno de nuestros grandes problemas cuando hablamos de Cambio Climático, lo que queda de manifiesto en diversos análisis: 
“Reglamentación heterogénea, infra legal y ad hoc para la elaboración de planes y políticas de cambio climático y para el establecimiento de organismos encargados de llevarlas a cabo. A nivel de instituciones se expresa en una arquitectura variable (la situación de la Oficina de Cambio Climático y las estructuras y directrices del Plan Nacional de Adaptación son paradigmáticas a este respecto)” (Moraga, 2015:49).
Se requiere entonces una institucionalidad que permita planificar el accionar país en el mediano y largo plazo. De manera de generar políticas de adaptabilidad, definir prioridades sectoriales y necesidades regionales y generar también nuevas capacidades tanto en el ámbito de la administración pública como en el de la dimensión industrial y productiva. 
La necesidad de planificar nuestro desarrollo en este nuevo marco se hace evidente. No hacerlo tiene grandes costos económicos y humanos. La crisis de Quintero-Puchuncaví en la Región de Valparaíso trae de nuevo a la discusión cómo compatibilizamos el desarrollo productivo con la calidad de vida de las personas y del medio ambiente. Aquí se requiere un marco legal claro, que ponga por delante la participación de las comunidades y la sustentabilidad ambiental. Este marco debe provenir ciertamente de un proceso participativo que le otorgue legitimidad, y donde todos estén convocados: sectores productivos, comunidad, representantes sociales y políticos, y la academia. Evidentemente en una futura Ley de Cambio Climático se juega también el modelo de desarrollo que nuestro país desea hacer prevalecer, de ahí la importancia de que ella contenga una visión compartida por los más amplios sectores de nuestra sociedad. 
Otro aspecto relevante es que este tiene que ser un marco realista y que garantice aplicabilidad. Moraga (2015) ha destacado que esta ley debe ser flexible ante el cambio y la incertidumbre. En este sentido la docente pone como ejemplo la Ley de Cambio Climático de Perú, la cual incluyó las contribuciones nacionales determinadas por el Acuerdo de París, pero además “incorporó en la ley un elemento flexible con el que se puede ir adaptando la normativa a las nuevas circunstancias, cuestión que es muy novedosa y que permite justamente ir adaptándose a nuevas circunstancias en el largo plazo”.
Finalmente, es importante en esta área que salgamos de la inercia de la forma en que siempre hemos tomado este tipo de decisiones: desde arriba y centralizadamente. Este es un ámbito complejo que requiere que la ciencia y los centros universitarios ocupen un lugar central, si queremos tener respuestas a la altura del desafío.
2. Revisión crítica del estado legislativo e institucional para desplegar una política frente al cambio climático 
Ante este complejo diagnóstico, es absolutamente indispensable actuar con prontitud en materia institucional y legislativa, superando esa lentitud que ha caracterizado a muchos procesos de este tipo en nuestra vida social y política. No hacerlo nos hará llegar tarde a enfrentarlos adecuadamente y sin las herramientas mínimas necesarias y, además, nos obligará a una continua revisión y actualización de normas y procedimientos para no quedarnos atrás en relación con otras naciones de similares características a las nuestras.
Otro elemento a considerar es una dificultad derivada de la complejidad de hacer leyes nacionales, esto es que no sean solo normas generales pensadas desde la urbanidad y desde el centralismo, sino que den cuenta de la diversidad geográfica y climática de las regiones.
Ante este cuadro, compartimos las deficiencias del marco institucional presentadas por Moraga, Vasconi y Meckievi (2016) en el documento “Contenidos mínimos de una Ley de Cambio Climático para Chile” desarrollados por CR2 y Adapt Chile, partiendo por la necesidad de que se entienda en la teoría y asuma en los hechos que el cambio climático no es una política pública más, que solo es de pertinencia del Ministerio del Medio Ambiente. Debe entenderse -como dice el documento- “de un fenómeno que trasciende la problemática ambiental, cuya resolución requiere un trabajo intersectorial, que vaya más allá de la coordinación y que exija asumir este tema como propio en cada sector”. 
Por cierto, y aunque para algunos resulte una obviedad (pero para otros no), el trabajo que se intencione desde el Ejecutivo hacia la sociedad en esta materia no puede ser transitorio, temporal ni voluntario. Una política pública, o más bien de Estado, sobre cambio climático debe tener una estabilidad institucional y financiera garantizada, que sea permanente y visible en el tiempo, porque como es evidente, requiere una mirada de largo plazo, que no descanse aleatoriamente en la mayor o menor voluntad política de un gobierno, sino que en una ley que le de permanencia en el tiempo. Esto necesariamente va asociado a que, institucionalidad más o menos específica, a estas alturas, incluso no teniendo todavía una ley de cambio climático, debería contarse con una (o varias) partidas presupuestarias destinadas al cambio climático y a las tareas de cada período; y no que las acciones y compromisos a ejecutarse dependan de la capacidad de un ministerio o servicio de reasignar recursos, dejando otros ámbitos y políticas debilitadas. 
Así como es normal observar que en cada partida ministerial existe un ítem destinado a equipos computacionales y otro a programas informáticos para sustentar y modernizar sus redes computacionales, lo mismo debiera ocurrir con cambio climático. No es posible que haya presupuesto en esta materia solo en el Ministerio de Medio Ambiente o en la Agencia para la Sustentabilidad y el Cambio Climático. Debe existir, ojalá, en todos los ministerios, para que cada uno en sus políticas incluya este factor, más allá de la existencia de una ley específica que obligue a eso.
Un aspecto más de fondo tiene que ver, como dicen el CR2 y Adapt, con la “ausencia de definición explícita de competencias en materia de cambio climático en diversos órganos del Estado involucrados con la ejecución de la política”. Sin duda, y sin entrar en contradicción con lo planteado en el tema presupuestario, se requiere con urgencia -nuevamente, independiente de la existencia o no de una ley específica- que el Ejecutivo sea capaz de ir entregando competencias particulares, con pertinencia, a cada servicio. Este proceso debería a su vez coordinarse con los gobiernos regionales, ya que los próximos gobernadores regionales elegidos tendrán entre sus competencias materias ambientales. Sin duda, también deberán fortalecerse las agencias regionales de cambio climático. Estas deben constituirse no solo para cumplir el compromiso, sino también ser siendo capaces de abrir esos espacios a actores sociales relevantes, de manera de dotar de perfil e identidad regional las propuestas que en esta materia surjan en cada territorio.
Siguiendo en la línea de recoger la mirada sistematizada por CR2 y Adapt, es importante, como se dijo antes, que el cambio climático no solo sea una materia que se incorpore en la elaboración de política pública. Por su magnitud, importancia y sus potenciales efectos permanentes, debe tener el estatus de política de Estado, tal como la salud, la vivienda o la defensa. Y así como para esas políticas hay recursos, también debe haberlos para enfrentar los impactos derivados del cambio climático en el territorio, los recursos naturales, en la escasez hídrica y sobre todo en la calidad de vida de las personas, tal como lo vienen recomendando diversos organismos internacionales y expertos.
De hecho, entre esas recomendaciones hay algunas que sugieren ubicar el tema del cambio climático a nivel presidencial. Otras mencionan concretamente la figura del delegado presidencial, que solo se justificaría en un periodo transitorio, en el tránsito hacia la creación e instalación de una institucionalidad de jerarquía superior, lo que podría reemplazarse también por una Comisión Presidencial, que genere las condiciones necesarias para las reformas propuestas. 
Entre estas recomendaciones también existe coincidencia respecto de la necesidad de fortalecer los gobiernos regionales y locales. En este sentido, la OCDE ha recordado que los gobiernos nacionales también pueden coordinar los esfuerzos de adaptación de los gobiernos locales y sub-nacionales, por ejemplo, mediante la protección de los grupos vulnerables, el apoyo a la diversificación económica, proporcionando información, políticas y marcos jurídicos, así como apoyo financiero (Mullan, 2013). Un paso importante, tal vez un poco invisibilizado, pero que justamente apunta en esta dirección es la existencia de la Red Chilena de Municipios ante el Cambio Climático
, integrada hasta ahora por 47 municipios de todo el país, que vienen trabajando en el desarrollo de “perfiles climáticos municipales” y “planes locales de cambio climático”, instrumentos de planificación internos de los municipios, desarrollados para integrar e implementar la adaptación al cambio climático en la gestión local.
Otras opiniones van en la línea de reforzar el sistema de coordinación actual, de crear una Agencia Nacional o bien dotar de autonomía al Consejo de Ministros para la Sustentabilidad. Pero donde las recomendaciones de los expertos encuentran su punto de mayor consenso es en la necesidad de avanzar hacia la institucionalización de la relación con el mundo científico, de manera de sustentar el diseño de políticas públicas sobre la base de evidencia empírica. Misma postura es la de la OCDE (2015), en el sentido de adoptar decisiones informadas y respaldadas por información científica, recomendando invertir lo necesario en investigación, pues a su juicio “la voluntad política debe conjugarse con arreglos institucionales que permitan que los riesgos climáticos sean considerados en el punto correcto del proceso de toma de decisiones”.
3. A manera de conclusión
"La naturaleza intenta decirnos que necesitamos
 un modelo económico radicalmente diferente".
Naomi Klein
En definitiva, lo que tenemos por delante no es solo un desafío de gestión o gobernanza pública frente a un problema o demanda social más. Se equivocan quienes creen que este es un tema que se resolverá, o al menos “atenuará”, desde acciones individuales de un país o sin la mínima coordinación con otros actores regionales o mundiales. Tampoco se trata de que si EEUU y China entran en vereda el problema se resolverá. No. El tema es más de fondo y obliga no solo a tener una mirada “verde”, sino a adoptar una mirada más crítica y derechamente política, pues lo que está en cuestión no es solo si logramos evitar que la temperatura del planeta suba dos grados, sino la “transición ecológica de la economía" que, como es obvio, requerirá nuevas formas de producir y de consumir.
Para quienes nos ubicamos en el mundo de las ideas socialistas y progresistas, este desafío que caracterizará el conflicto político mundial de este siglo, nos pone entonces frente a un doble dilema ambiental y político. Desde esa mirada, y para concluir esta reflexión, citando a Klein (2015) podríamos decir que:

“los recursos que se necesitan para que abandonemos en breve el consumo de combustibles fósiles y nos preparemos para las duras condiciones meteorológicas que se nos vienen encima podrían sacar de la pobreza a amplios sectores de la población y proporcionar servicios que hoy se echan de menos: desde agua potable hasta electricidad. Se trata de concebir un futuro que trascienda el objetivo de la mera supervivencia o de la nueva resistencia frente al cambio climático; no basta que lo “mitiguemos” o que nos “adaptemos” a él. Es una concepción del futuro que nos invita a que utilicemos colectivamente la crisis para dar un salto hacia una situación que, con toda sinceridad debo decir, parece mejor que esta otra en la que nos encontramos en estos momentos”.
El cambio climático y sus consecuencias, pese a los negacionistas climáticos, constituyen la cuestión más peligrosa que enfrenta la sociedad humana contemporánea. La amenaza de una catástrofe ecológica y humanitaria no es ciencia-ficción y, por el contrario, es un peligro cada vez más concreto, como puede apreciarse a diario en los noticieros.

Sin duda el negacionismo como el de EEUU, es un gran obstáculo. Pero tampoco le podemos echar toda la culpa a Trump. También son responsables aquellos gobiernos, que, aunque han firmado y ratificado la mayoría de los acuerdos sobre cambio climático, no toman verdaderas medidas de fondo. Y eso tiene que ver, entre otras cosas, porque el desafío ecológico de no destruir nuestro planeta, es una tarea que chocará constantemente con las diversas expresiones de modelos económicos capitalistas, extractivistas y rentistas.
El desafío está lanzado. No podemos no tomarlo y no actuar. Salvar el planeta es, sin duda alguna, el legado más importante que podemos dejar a nuestros hijos y a las próximas generaciones.
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